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coordinar la actividad de la Administración local en materia
de protección del consumidor mediante la aprobación de pla-
nes sectoriales en los que se fijen los objetivos y se determinen
las prioridades de la acción pública en dicha materia.

2. Estos planes serán informados preceptivamente por
la Comisión Interadministrativa de Cooperación de Consumo,
y en ningún caso podrán suponer menoscabo de las com-
petencias que esta u otras leyes atribuyan a la Administración
local.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Registro Unificado de Infractores.
1. Reglamentariamente, se creará un Registro Unificado

de Infractores en el que se inscribirán aquellas personas físicas
o jurídicas que hayan sido sancionadas de manera firme en
vía administrativa por la comisión de una infracción cuyo bien
jurídico protegido sea la protección de los derechos de los
consumidores.

2. Todos los órganos de la Administración de la Junta
de Andalucía y de las Entidades locales competentes para
sancionar este tipo de infracciones habrán de comunicar al
registro los datos pertinentes, conforme al procedimiento que
reglamentariamente se establezca.

3. Para un mayor alcance y exactitud de los datos inscritos
en el Registro, se podrán prever mecanismos de intercambio
de datos con otros registros estatales o autonómicos, respe-
tando las disposiciones de la Ley Orgánica 15/1999, de 13
de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

4. El plazo de cancelación de las anotaciones en el Regis-
tro Unificado de Infractores será de tres años.

Segunda. Procedimiento sancionador.
1. La imposición de las sanciones previstas en esta Ley

requerirá la tramitación del procedimiento general previsto en
el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potes-
tad Sancionadora aprobado por Real Decreto 1398/1993, de
4 de agosto, o del que, en su caso, lo sustituya, salvo que
la Comunidad Autónoma regule un procedimiento sancionador
distinto.

2. No obstante, cuando haya elementos de juicio sufi-
cientes para considerar que la infracción sólo puede ser cali-
ficada como leve, podrá acordarse discrecionalmente en el
acto de iniciación seguir el procedimiento simplificado del
artículo 24 del mismo Reglamento. Para ello, el órgano al
que corresponda la iniciación tendrá que acordarlo expresa-
mente atendiendo a los caracteres de la presunta infracción,
a la existencia o no de varios responsables u otros interesados
o de infracciones concurrentes y demás circunstancias simi-
lares que puedan afectar a la tramitación.

DISPOSICION TRANSITORIA

Régimen transitorio.
1. La presente Ley no será de aplicación a los proce-

dimientos administrativos iniciados antes de su entrada en
vigor, los cuales se tramitarán y resolverán con arreglo a las
disposiciones vigentes en el momento de su incoación.

2. Lo previsto en el apartado anterior no será de aplicación
a los procedimientos sancionadores en lo que la presente Ley
resulte más favorable a los presuntos infractores.

3. Hasta tanto no se apruebe el correspondiente regla-
mento, la toma de muestras y la realización de análisis, salvo
las previsiones contenidas en esta Ley, se regirán por lo previsto
en los artículos 15 y 16 del Real Decreto 1945/1983, de
22 de junio, por el que se regulan las infracciones y sanciones
en materia de defensa del consumidor y de la producción
agroalimentaria, con excepción de la previsión contenida en
el apartado décimo de dicho artículo 16.

DISPOSICION DEROGATORIA

Normas derogadas.
Queda derogada la Ley 5/1985, de 8 de julio, de los

Consumidores y Usuarios en Andalucía, así como todas las
normas de igual o inferior rango en lo que contradigan o se
opongan a lo establecido en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Actualización de las cuantías de las sanciones.
El Consejo de Gobierno actualizará, conforme a la evo-

lución del Indice de Precios al Consumo, la cuantía de los
límites sancionadores a que hace referencia el artículo 74
de la presente Ley.

Segunda. Desarrollo reglamentario.
Se autoriza al Consejo de Gobierno de la Junta de Anda-

lucía para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para
el desarrollo y aplicación de la presente Ley. En un plazo
de dos años el Consejo de Gobierno aprobará las disposiciones
reglamentarias necesarias para el desarrollo de esta Ley.

Tercera. Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los dos meses de su

publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.»

Sevilla, 17 de diciembre de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

LEY 14/2003, de 22 de diciembre, de Cooperación
Internacional para el Desarrollo.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA A TODOS
LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente

«LEY DE COOPERACION INTERNACIONAL PARA
EL DESARROLLO

EXPOSICION DE MOTIVOS

I

La solidaridad es un valor arraigado en la sociedad anda-
luza. Durante los últimos diez años, la Junta de Andalucía
ha pretendido dar respuesta a una demanda generalizada de
grupos, asociaciones y entidades sociales andaluzas de apoyo
a pueblos desfavorecidos, con el objeto de contribuir a la mejora
de sus condiciones de vida.

La política de cooperación internacional de la Junta de
Andalucía es expresión de una plena convicción de la res-
ponsabilidad común respecto a la situación de pobreza y mar-
ginación que vive una gran parte de la población mundial.
Es signo de una voluntad de contribuir, de forma cada vez
más sistemática y organizada, al progreso y desarrollo humano
de las poblaciones más necesitadas y a la mejora de sus con-
diciones de vida para conseguir la dignidad integral a la que
todas las personas tienen derecho.

Andalucía tiene una experiencia propia de desarrollo y
de cultura de diálogo que puede servir de referencia para el
planteamiento de progreso que administraciones públicas y
entidades sociales de determinados países pueden aplicar.
Dicha experiencia constituye un valor añadido de la política
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internacional para el desarrollo de la Junta de Andalucía que
debe contribuir a establecer los instrumentos necesarios para
lograr un desarrollo sostenible en los países beneficiarios de
la ayuda.

I I

Desde mediados de la década de los ochenta, la Junta
de Andalucía realiza una política de cooperación internacional
para el desarrollo con diversos países y administraciones públi-
cas. Concretamente en el año 1986, la Consejería de Obras
Públicas y Transportes de la Junta de Andalucía inició una
larga andadura por la mejora de las condiciones de habita-
bilidad de familias y grupos sociales desfavorecidos mediante
un programa de rehabilitación de viviendas en diferentes ciu-
dades iberoamericanas.

En el año 1988, se firmó el primer convenio de cola-
boración entre la entonces Agencia de Medio Ambiente de
la Junta de Andalucía y el Instituto de Cooperación Iberoa-
mericana de la Agencia Española de Cooperación Internacional
(AECI). Dicho convenio supuso un primer paso para coordinar
las actividades de cooperación de la Administración de la Junta
de Andalucía con la Administración General del Estado con
el objetivo de conseguir una mayor eficacia de las inter-
venciones.

En 1989, la Junta de Andalucía y la AECI suscribieron
un convenio marco de colaboración en el que se definieron
las áreas geográficas y los sectores prioritarios para la co-
operación que ejecutaban directamente las Consejerías, orga-
nismos autónomos y empresas públicas de la Junta de Anda-
lucía y se instrumentó una coordinación con la AECI que ha
dado resultados muy satisfactorios.

Paralelamente y desde el año 1990, la Junta de Anda-
lucía, mediante la Consejería de la Presidencia, viene apoyando
la ejecución de proyectos de desarrollo y de sensibilización
por las organizaciones andaluzas no gubernamentales para
el desarrollo. En los últimos años, el tejido asociativo andaluz
centrado en la cooperación se ha consolidado, lo que ha per-
mitido disponer de personas y equipos preparados para eje-
cutar proyectos de desarrollo en diversos países en desarrollo
y emprender una sensibilización hacia la población andaluza
para fomentar y promover la solidaridad.

Asimismo, la Junta de Andalucía ha apoyado la impli-
cación en la cooperación internacional para el desarrollo de
las organizaciones sindicales, empresariales y de las uni-
versidades.

En el año 1997, y tras una vigencia de ocho años del
anterior convenio, la Junta de Andalucía y la AECI actualizaron
su marco de colaboración suscribiendo un nuevo convenio
que se encuentra actualmente en vigor.

El compromiso cada vez mayor de los agentes sociales
y económicos interesados en la cooperación para el desarrollo
y de la propia Administración autonómica, acompañado de
la experiencia acumulada y la sensibilización generada en la
población andaluza sobre la necesaria y obligada solidaridad,
motivan una demanda creciente de recursos para dicho fin.
Fruto de ello es el Pacto Andaluz por la Solidaridad, firmado
en noviembre de 1998 y que recoge los compromisos de dotar
a la cooperación andaluza de un marco legislativo estable y
de proceder a un incremento de las dotaciones presupuestarias.

La presente Ley se fundamenta en el Preámbulo de la
Constitución Española, en el que la Nación Española proclama
su voluntad de colaborar en el fortalecimiento de unas rela-
ciones pacíficas y de eficaz cooperación entre los pueblos de
la Tierra, en la solidaridad del pueblo andaluz con otros pue-
blos, respetando los principios, los objetivos y las prioridades
de la política española establecidos por la Ley 23/1998, de
7 de julio, de Cooperación Internacional para el Desarrollo,
y los principios de coherencia y complementariedad previstos
en la normativa de aplicación de la Unión Europea.

La adopción de la Ley permite articular en un único texto
del máximo rango los diferentes elementos que actualmente
constituyen la política de la Junta de Andalucía en materia
de cooperación internacional para el desarrollo y, al mismo
tiempo, adecuarlos a la realidad y los retos actuales del
desarrollo.

I I I

La presente Ley de Cooperación Internacional para el
Desarrollo de la Administración de la Junta de Andalucía se
estructura en cinco capítulos.

El Capítulo Primero se dedica al objeto de la Ley, su
ámbito de aplicación, principios rectores, así como sus obje-
tivos, prioridades y criterios de base.

La política de la Junta de Andalucía en materia de co-
operación internacional para el desarrollo se fundamenta en
la necesidad de contribuir para que la vida de las personas
de países menos favorecidos se desenvuelva en condiciones
dignas. Su objetivo último es ayudar a la erradicación de la
pobreza humana mediante la promoción de un desarrollo
socioeconómico y sociocultural sostenible. Con tal finalidad,
la Ley parte del individuo como protagonista y destinatario
último de la cooperación y se fundamenta en el principio de
igualdad de todos los seres humanos sin distinción de sexo,
raza, cultura o religión. Dicha igualdad preside esta política
que pretende superar la tradicional relación existente entre
el país donante y el país receptor, promoviendo el principio
de asociación y de corresponsabilidad en su definición, eje-
cución y resultados. Ese mismo principio de igualdad exige
de la cooperación un respeto por la equidad de género, por
el medio ambiente y los recursos naturales y una defensa
de la pluralidad cultural. Para que la cooperación sea eficaz
y efectiva, es necesario que los proyectos se basen en unos
requisitos mínimos imprescindibles establecidos por el Comité
de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la Organización para la Co-
operación y el Desarrollo Económicos (OCDE) que se incor-
poran en la Ley como criterios de base para evaluar la per-
tinencia de los proyectos que se ejecuten.

El Capítulo Segundo se refiere a la planificación, inclu-
yendo las modalidades y tipología de la cooperación, además
de recoger un artículo dedicado a la evaluación de las acciones
y proyectos de cooperación para el desarrollo.

La política de cooperación internacional para el desarrollo
de la Junta de Andalucía pretende evitar la ejecución de pro-
yectos aislados que únicamente tengan por objeto la provisión
de recursos, ya que ello conduce fácilmente a que el país
destinatario de la ayuda se adapte a esa situación, generando,
en consecuencia, una mayor dependencia externa. De ahí la
necesidad de definir, de acuerdo con los destinatarios y bus-
cando la complementariedad con otras instituciones, organis-
mos y entidades donantes, programas a medio plazo con un
enfoque integrado, que permitan el establecimiento de los cau-
ces apropiados para conseguir un desarrollo sostenible. Por
ello, la Ley exige de los órganos competentes la planificación
de la cooperación de la Administración de la Junta de Andalucía
en su globalidad y con cada país en concreto. Junto a la
planificación, la eficacia de la cooperación depende de la eva-
luación de sus resultados a partir de unos indicadores pre-
viamente identificados y de la aplicación de sus conclusiones.
La Administración de la Junta de Andalucía pretende realizar
un importante esfuerzo en la evaluación de la cooperación
global y por proyectos, por año y por país.

Asimismo, es determinante para la eficacia de la co-
operación la coordinación entre las diferentes administraciones
públicas y entidades privadas. Por ello, la Administración de
la Junta de Andalucía participará activamente en los instru-
mentos de coordinación que la Ley 23/1998, de 7 de julio,
de Cooperación Internacional para el Desarrollo, ha establecido
y, al mismo tiempo, fomentará la colaboración con entidades
locales y demás agentes de la cooperación de Andalucía.
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El Capítulo Tercero se dedica a regular los órganos com-
petentes en la política de la Junta de Andalucía en materia
de cooperación internacional para el desarrollo. Además de
las funciones del Consejo de Gobierno y del Parlamento de
Andalucía, se establece el órgano consultivo y de participación
(Consejo Andaluz de Cooperación para el Desarrollo) y el de
coordinación interna de la Administración de la Junta de Anda-
lucía en materia de cooperación para el desarrollo (Comisión
de Cooperación para el Desarrollo).

El Capítulo Cuarto regula los medios materiales y humanos
necesarios para la realización de la política de cooperación
internacional para el desarrollo de la Junta de Andalucía.

Finalmente, el Capítulo Quinto aborda una mayor par-
ticipación de la sociedad andaluza en la cooperación inter-
nacional para el desarrollo, promoviendo la participación de
las organizaciones no gubernamentales (ONG), universidades,
organizaciones sindicales y empresariales y entidades locales
andaluzas y la creación de un Registro de Agentes de la Co-
operación, así como la posible concesión de ayudas para apo-
yar sus actividades. Asimismo, trata el voluntariado y la sen-
sibilización de la sociedad andaluza en materia de cooperación
internacional para el desarrollo.

La implicación de la sociedad en la cooperación inter-
nacional para el desarrollo se materializa con la intervención
de ONG, universidades, organizaciones empresariales y sin-
dicales andaluzas. Con esta finalidad, la Administración de
la Junta de Andalucía fomentará su participación apoyando
financiera y técnicamente sus actuaciones y acentuando la
concertación y colaboración con los diferentes agentes de la
cooperación que operan desde Andalucía. Dichas medidas per-
mitirán que las distintas modalidades de la cooperación se
beneficien de la experiencia acumulada por los diferentes agen-
tes y que se refuerce la complementariedad allí donde sea
posible para mejorar, en definitiva, el impacto y la sosteni-
bilidad de los programas y proyectos.

Por último, la Ley recoge el interés de la Junta de Anda-
lucía por promover entre la sociedad andaluza el conocimiento
de la difícil realidad de los países en desarrollo y propiciar
el espíritu solidario unido al respecto por lo ajeno y diferente.

La Ley termina con una disposición derogatoria y dos
disposiciones finales.

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1. Objeto y ámbito de aplicación de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto regular el régimen

jurídico de la actividad, en materia de cooperación interna-
cional para el desarrollo, de la Administración de la Junta
de Andalucía, sus organismos autónomos, empresas públicas
a las que se refiere el artículo 6 de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, así como a los consorcios, funda-
ciones y demás entidades con personalidad jurídica propia
a que se refiere el artículo 6 bis de la misma.

Las menciones que se hagan a la Administración de la
Junta de Andalucía en el texto de la presente Ley se entenderán
referidas a las distintas entidades citadas en el párrafo anterior.

2. A los efectos de la presente Ley, se entiende por co-
operación internacional para el desarrollo todas las actuaciones
que desde la Administración de la Junta de Andalucía se eje-
cuten en países en vías de desarrollo para contribuir a la rea-
lización de los objetivos establecidos en la presente Ley. Se
incluyen dentro del ámbito de aplicación de la presente Ley
las actuaciones de la Administración autonómica dirigidas a
sensibilizar a la población andaluza e informar sobre la realidad
de dichos países, incentivando, de esta forma, su solidaridad
hacia otros pueblos.

3. Los recursos que se destinen para tales objetivos ten-
drán la consideración de Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD)

siempre que cumplan los requisitos marcados por el Comité
de Ayuda al Desarrollo de la Organización para la Cooperación
y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Artículo 2. Principios rectores de la política de cooperación
internacional para el desarrollo.

1. La política de la Junta de Andalucía en materia de
cooperación internacional para el desarrollo, inspirada en la
Constitución Española y en el Estatuto de Autonomía para
Andalucía, constituye la expresión de la solidaridad del pueblo
andaluz con los países en desarrollo y está presidida por los
siguientes principios:

a) La consideración y el reconocimiento del ser humano,
en su dimensión individual y colectiva, como protagonista y
destinatario de la política de cooperación internacional para
el desarrollo.

b) El respeto y la defensa de los derechos humanos y
las libertades fundamentales y, especialmente, el derecho a
la igualdad de todos los seres humanos sin distinción de sexo,
raza, cultura o religión.

c) La promoción de un desarrollo humano integral, par-
ticipativo, sostenible y respetuoso con la protección del medio
ambiente.

d) El fomento del diálogo, la paz y la convivencia y el
respeto de los modelos de desarrollo social y económico de
otros pueblos y de sus particularidades culturales.

e) La concertación entre las partes y la corresponsabilidad
en la definición, ejecución y determinación de las actividades
de cooperación.

f) El apoyo a las iniciativas dirigidas a la disminución
de las desigualdades entre los pueblos.

2. La política de la Junta de Andalucía en materia de
cooperación internacional para el desarrollo será respetuosa
con las líneas generales y directrices básicas de la política
española de cooperación internacional para el desarrollo y con
el principio de colaboración entre administraciones públicas
en cuanto al acceso a la información, participación y máximo
aprovechamiento de los recursos públicos.

Artículo 3. Objetivos.
La política de la Junta de Andalucía en materia de co-

operación internacional para el desarrollo tiene como objetivo
esencial contribuir, en la medida de sus posibilidades, a la
erradicación de la pobreza y a la consolidación de los procesos
encaminados a asegurar un desarrollo humano sostenible.
Para ello, la cooperación impulsada por la Administración de
la Junta de Andalucía pretende:

a) Contribuir a la satisfacción de las necesidades básicas
de la población, con especial incidencia en las capas más
desfavorecidas, y a la formación y capacitación de sus recursos
humanos para promover un desarrollo social y económico
sostenible.

b) Contribuir a la consolidación de la democracia, del
Estado de Derecho, al fortalecimiento institucional y a la des-
centralización político-administrativa en los países destinata-
rios de la ayuda, como instrumento para la resolución de las
necesidades de la población y, de esta forma, favorecer la
redistribución de la riqueza, la justicia social y la paz, así
como la extensión de la educación y la cultura a toda la
población.

c) Fomentar un desarrollo respetuoso con el medio
ambiente que propicie un uso racional y sostenible de los
recursos naturales de los países destinatarios.

d) Fomentar la acción humanitaria.
e) Sensibilizar e informar a la sociedad andaluza sobre

la situación desfavorecida que padecen otros pueblos y grupos
sociales e impulsar y dar cauces a la participación y solidaridad
social en las acciones de cooperación.
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f) Contribuir a un mayor equilibrio y corresponsabilidad
en las relaciones comerciales entre los pueblos.

Artículo 4. Prioridades.
1. Las líneas de actuación de la política de la Junta de

Andalucía en materia de cooperación internacional para el
desarrollo girarán en torno a dos tipos de prioridades: geo-
gráficas y sectoriales.

2. Se consideran áreas geográficas prioritarias:

- Los países de Iberoamérica.
- Los países árabes del Norte de Africa y de Oriente Medio.
- Los países del Africa Subsahariana.

Dentro de estas áreas geográficas, son prioritarios los paí-
ses con menor índice de desarrollo humano, de conformidad
con lo previsto por el Programa de Naciones Unidas para el
Desarrollo.

3. Se consideran prioridades sectoriales:

3.1. En los países receptores de la cooperación para el
desarrollo:

a) Los servicios sociales básicos: educación básica, salud
primaria y reproductiva, vivienda digna, saneamiento y acceso
al agua potable y seguridad alimentaria.

b) El fortalecimiento de las estructuras democráticas y
de la sociedad civil y sus organizaciones. El apoyo a las ins-
tituciones, especialmente las más próximas al ciudadano.

c) El respeto de los derechos humanos, la promoción
de la igualdad de oportunidades, con especial atención a la
integración social de la mujer y de los grupos de población
más vulnerables (menores, con especial atención a la erra-
dicación de la explotación infantil, refugiados, desplazados,
retornados, indígenas y minorías).

d) La formación y la capacitación de recursos humanos.
e) La dotación, mejora o ampliación de infraestructuras,

así como el desarrollo de la base productiva y el fortalecimiento
del tejido empresarial básico, en particular las pequeñas y
medianas empresas, las empresas artesanales, las empresas
de economía social y todas aquellas actuaciones dirigidas a
la creación de empleo en los sectores más desfavorecidos.

f) La protección y la mejora de la calidad del medio
ambiente y la conservación y el uso sostenible de los recursos
naturales.

g) La promoción de la cultura, del patrimonio histórico
y de los valores, especialmente en aquellos aspectos direc-
tamente relacionados con la identidad de los pueblos, que
favorezcan su desarrollo endógeno.

h) El fomento de la ordenación física, territorial y urba-
nística, incluyendo la política de suelo y vivienda, la reha-
bilitación del patrimonio arquitectónico y urbanístico y el trans-
porte público.

3.2. En la Comunidad Autónoma Andaluza:
a) La educación y la sensibilización de la sociedad anda-

luza en materia de cooperación internacional para el desarrollo.
b) La promoción de la educación para el desarrollo en

los ámbitos educativos de la Comunidad Autónoma Andaluza.
c) El fomento de una mayor implicación, coordinación

y complementariedad en las tareas de cooperación para el
desarrollo de los diversos agentes de la cooperación andaluces.

d) El fomento de la investigación y la formación sobre
la realidad de los países en vías de desarrollo y sobre la coo-
peración para el desarrollo.

Artículo 5. Criterios de base.
Con el objeto de contribuir a la consecución de un desarro-

llo humano sostenible, la política de la Junta de Andalucía
en materia de cooperación internacional para el desarrollo toma
en consideración los criterios de ayuda fijados por el Comité
de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la Organización para la Co-

operación y el Desarrollo Económicos (OCDE), que permiten
verificar la pertinencia de los proyectos que se ejecuten. Tales
criterios son los siguientes:

- El impacto económico y social.
- La viabilidad técnica y financiera.
- La eficacia del procedimiento de ejecución.
- El fortalecimiento de la capacidad institucional y de

gestión de los países destinatarios.
- En relación con la formulación del proyecto, la atención

otorgada a la igualdad de género y el respeto por la protección
y la salvaguardia del medio ambiente.

CAPITULO II

Planificación, Modalidades e Instrumentos de la Cooperación
Internacional para el Desarrollo

Artículo 6. Planificación de la cooperación internacional
para el desarrollo.

1. La política de la Junta de Andalucía en materia de
cooperación internacional para el desarrollo se articula median-
te el Plan Andaluz de Cooperación para el Desarrollo, los planes
anuales y los programas operativos por países.

2. El Plan Andaluz de Cooperación para el Desarrollo,
que tiene una duración cuatrienal, contiene los objetivos y
prioridades que deben regir esta política durante su período
de vigencia. Asimismo, determina los recursos financieros indi-
cativos para su ejecución.

3. Los planes anuales desarrollarán los objetivos, prio-
ridades y recursos contenidos en el Plan Andaluz para el ejer-
cicio correspondiente.

4. Los programas operativos desarrollarán los objetivos,
prioridades y recursos establecidos por el Plan Andaluz para
cada país que sea considerado área geográfica prioritaria de
la cooperación de la Junta de Andalucía, de conformidad con
lo previsto en el artículo 4.2 de la presente Ley.

Artículo 7. Modalidades de la cooperación para el desarrollo.
La política de la Junta de Andalucía en materia de co-

operación internacional para el desarrollo podrá llevarse a cabo
a través de dos modalidades:

a) La cooperación bilateral, que podrá desarrollarse direc-
tamente por la Administración de la Junta de Andalucía e
indirectamente mediante otras administraciones públicas y los
demás agentes de la cooperación internacional para el desarro-
llo en Andalucía.

b) La cooperación multilateral, que se realizará mediante
la participación conjunta en programas y aportación de fondos
a organismos internacionales que tengan los mismos objetivos
que los definidos en la presente Ley para la cooperación inter-
nacional al desarrollo.

Artículo 8. Instrumentos y articulación de la cooperación
internacional para el desarrollo.

1. La política de la Junta de Andalucía en materia de
cooperación internacional para el desarrollo se lleva a cabo
mediante los siguientes instrumentos:

a) Cooperación técnica en las prioridades sectoriales defi-
nidas en el artículo 4.3.1, especialmente mediante la forma-
ción de recursos humanos, transferencia de tecnología y ase-
soramiento técnico.

b) Cooperación económica en condiciones no reembol-
sables, mediante la concesión de ayudas a proyectos de acción
humanitaria, rehabilitación y desarrollo.

c) Cooperación financiera mediante contribuciones oficia-
les a organismos internacionales de carácter financiero y eco-
nómico relacionados con la cooperación internacional para
el desarrollo y mediante líneas de créditos destinadas a pro-
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gramas y proyectos de desarrollo social básico y del tejido
productivo.

d) Programas de educación para el desarrollo e iniciativas
de sensibilización de la sociedad andaluza sobre la situación
de pobreza y subdesarrollo que viven grandes sectores de la
población mundial, así como sobre sus causas.

e) Programas de formación especializada e investigación
en materia de cooperación para el desarrollo.

2. La Administración de la Junta de Andalucía podrá arti-
cular la cooperación internacional para el desarrollo mediante
acuerdos o convenios suscritos con otras administraciones
públicas, con organismos internacionales que tengan por fina-
lidad la promoción del desarrollo, con entidades privadas sin
ánimo de lucro y con los agentes de la cooperación inter-
nacional previstos en el artículo 17 de la presente Ley.

Artículo 9. Evaluación de la cooperación internacional para
el desarrollo.

1. Con el objeto de lograr una mayor eficacia y eficiencia
en la gestión de los fondos públicos, se establecerán regla-
mentariamente los procedimientos y se destinarán los medios
adecuados para realizar una evaluación sobre el impacto, la
eficiencia y la sostenibilidad de los proyectos de cooperación
para el desarrollo financiados por la Administración de la Junta
de Andalucía.

2. Con carácter anual, se elaborará un informe de eva-
luación que contendrá un análisis del grado de cumplimiento
de los objetivos planteados en el Plan Andaluz de Cooperación
para el Desarrollo y en los respectivos planes anuales y pro-
gramas operativos, así como las conclusiones obtenidas de
la evaluación de los proyectos ya finalizados.

Artículo 10. La coordinación de la política de cooperación
internacional para el desarrollo.

Con objeto de conseguir un mayor aprovechamiento y
mejorar la eficacia de los recursos, se promoverá la coordi-
nación y la colaboración:

a) Con la Administración General del Estado, con la de
otras Comunidades Autónomas, así como con las adminis-
traciones locales.

b) En el marco de la Unión Europea, con las instituciones
europeas competentes en materia de cooperación internacional
al desarrollo y con otras regiones comunitarias.

c) En el marco internacional, con los organismos rela-
cionados con la cooperación para el desarrollo.

CAPITULO III

Organos Competentes en la Política de la Junta de Andalucía
en Materia de Cooperación Internacional para el Desarrollo

Artículo 11. El Consejo de Gobierno.
1. El Consejo de Gobierno aprobará y remitirá al Par-

lamento andaluz para examen el Plan Andaluz de Cooperación
para el Desarrollo.

2. El Consejo de Gobierno aprobará los respectivos planes
anuales y programas operativos.

Artículo 12. La Consejería competente en materia de Co-
ordinación de la Cooperación Internacional para el desarrollo.

Corresponde a la Consejería competente en materia de
Coordinación de la Cooperación Internacional para el Desarrollo
la dirección, la coordinación y la evaluación de la política de
la Junta de Andalucía en esta materia, y en concreto:

a) La elaboración y seguimiento del Plan Andaluz de Co-
operación para el Desarrollo, de los planes anuales y de los
programas operativos.

b) La elaboración del Informe Anual de Evaluación de
la cooperación internacional para el desarrollo.

c) Sin perjuicio de la representación que corresponde al
Presidente de la Junta de Andalucía, en virtud del artículo
35 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, la represen-
tación de la Administración de la Junta de Andalucía ante
los países destinatarios de la ayuda y ante organismos de
cooperación internacional para el desarrollo.

d) La colaboración y el apoyo a los agentes de la co-
operación andaluces.

Artículo 13. El Consejo Andaluz de Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo.

1. Se crea el Consejo Andaluz de Cooperación Interna-
cional para el Desarrollo, adscrito a la Consejería competente
en materia de Coordinación de la Cooperación Internacional
para el Desarrollo, como órgano colegiado consultivo y de par-
ticipación de los distintos agentes de la cooperación inter-
nacional para el desarrollo que operen en Andalucía. Su pre-
sidencia corresponderá al titular de dicha Consejería.

2. El Consejo estará compuesto por representantes de
la Administración de la Junta de Andalucía, de organizaciones
no gubernamentales de desarrollo, de universidades, de agen-
tes sociales y económicos, de instituciones y entidades locales,
de organizaciones directamente relacionadas con la coope-
ración y de expertos en este ámbito. Reglamentariamente se
determinará su composición y régimen de funcionamiento.

3. El Consejo Andaluz de Cooperación tendrá las siguien-
tes funciones:

a) Informar el proyecto del Plan Andaluz de Cooperación
para el Desarrollo, de los planes anuales y de los programas
operativos y conocer los informes de seguimiento y evaluación
de los mismos.

b) Informar las propuestas de disposiciones reglamen-
tarias relacionadas con el desarrollo de la presente Ley.

c) Elaborar, por iniciativa propia, informes y recomen-
daciones sobre la política de cooperación internacional para
el desarrollo de la Junta de Andalucía.

d) Aquellas otras funciones que reglamentariamente se
le asignen.

Artículo 14. La Comisión de Cooperación para el Desarrollo.
1. La Comisión de Cooperación para el Desarrollo, adscrita

a la Consejería competente en materia de Coordinación de
la Cooperación Internacional para el Desarrollo, es el órgano
colegiado de la Administración de la Junta de Andalucía para
la coordinación de su política de cooperación internacional
para el desarrollo.

2. Su composición y régimen de funcionamiento se deter-
minará reglamentariamente.

3. Corresponde a la Comisión:

a) Proponer los criterios y requisitos necesarios para la
selección de proyectos de cooperación internacional para el
desarrollo.

b) Identificar proyectos de cooperación internacional para
el desarrollo y proponer su inclusión en los planes anuales.

c) Aprobar la propuesta del Plan Andaluz de Cooperación,
de los planes anuales y de los programas operativos, elabo-
rados por la Consejería competente en materia de Coordinación
de la Cooperación Internacional para el Desarrollo.

d) Aprobar el Informe Anual de Evaluación de la política
de cooperación internacional para el desarrollo de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía que le someterá la Con-
sejería competente en materia de Coordinación de la Co-
operación Internacional para el Desarrollo.

e) Aquellas otras funciones que reglamentariamente se
le asignen.
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CAPITULO IV

Recursos Materiales y Humanos

Artículo 15. Medios materiales.
La Ley del Presupuesto de la Comunidad Autónoma de

Andalucía fijará anualmente los créditos destinados a la Co-
operación Internacional para el Desarrollo que tenderán pro-
gresivamente a alcanzar el mínimo del 0,7% de los Presu-
puestos de la Junta de Andalucía.

Artículo 16. Medios humanos.
1. La actividad de la Administración de la Junta de Anda-

lucía en el ámbito de la cooperación internacional para el
desarrollo realizada en el exterior será ejecutada por personal
propio o contratado para dicha finalidad por tiempo deter-
minado. Cuando se trate de personal propio, los funcionarios
quedarán en la situación administrativa que corresponda de
conformidad con lo previsto en la Ley 30/1984, de 2 de agosto,
de Medidas para la Reforma de la Función Pública, y dis-
posiciones reglamentarias posteriores; en el caso del personal
laboral, se estará a lo dispuesto en el convenio colectivo para
el personal de la Junta de Andalucía.

2. Tanto para las actividades realizadas en Andalucía
como en el exterior, y por razones de especificidad de la mate-
ria, se podrá solicitar la colaboración y contratar a personas
físicas o jurídicas especializadas en cooperación para el
desarrollo, provenientes del sector privado o de otras insti-
tuciones. La prestación derivada de dicha contratación estará
sujeta a la normativa sobre contratación pública.

CAPITULO V

La Participación de la Sociedad Andaluza en la Cooperación
Internacional para el Desarrollo

Artículo 17. Los agentes de la cooperación internacional
para el desarrollo en Andalucía.

1. A los efectos de la presente Ley, tendrán la consi-
deración de agentes de la cooperación internacional para el
desarrollo en Andalucía aquellas entidades que reúnan los
requisitos siguientes:

a) Constituir una organización con personalidad jurídica
y capacidad legal para actuar de acuerdo con la normativa
vigente en el ámbito de la cooperación internacional para el
desarrollo.

b) No tener ánimo de lucro.
c) Tener entre sus fines o como objeto expreso, según

figure en sus estatutos o documento equivalente, la realización
de actividades de cooperación internacional para el desarrollo.

d) Compartir, desde la pluralidad y la diversidad, los obje-
tivos previstos en el Capítulo I de la presente Ley.

2. Los agentes de cooperación internacional para el
desarrollo en Andalucía que participen en este ámbito, como
expresión colectiva de la solidaridad de la sociedad andaluza
con los pueblos más necesitados del mundo, se constituyen
en interlocutores de la Administración de la Junta de Andalucía
en materia de cooperación para el desarrollo.

Esta interlocución se llevará a cabo básicamente a través
de los órganos representativos de las organizaciones no guber-
namentales de desarrollo, universidades, entidades locales,
organizaciones sindicales y empresariales, así como de otras
organizaciones representativas en el ámbito andaluz que
desarrollen actuaciones enmarcadas en los objetivos y prio-
ridades previstos en la presente Ley.

Artículo 18. Fomento de la cooperación internacional para
el desarrollo en Andalucía.

Con el fin de favorecer la implicación de la sociedad anda-
luza en la política de cooperación internacional para el desarro-
llo, la Administración de la Junta de Andalucía fomentará la
actividad y participación de los agentes de cooperación en
el desarrollo de las actuaciones previstas en la presente Ley.

Artículo 19. Registro de Agentes de la Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo en Andalucía.

1. Se crea el Registro de Agentes de la Cooperación Inter-
nacional para el Desarrollo, donde deberán inscribirse las orga-
nizaciones no gubernamentales de desarrollo y demás enti-
dades de la cooperación para el desarrollo de Andalucía que
cumplan los requisitos previstos en el artículo anterior.

2. La inscripción en el Registro de Agentes de la Co-
operación para el Desarrollo de Andalucía será requisito
imprescindible para recibir ayudas de la Administración de
la Junta de Andalucía.

3. El Registro de Agentes de la Cooperación para el
Desarrollo de Andalucía tendrá el carácter de público y el acce-
so al mismo se realizará de conformidad con lo establecido
en el artículo 37 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

4. La utilización de los datos del Registro para su tra-
tamiento posterior será con fines exclusivamente estadísticos,
de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 4/1989, de 12 de
diciembre, de Estadística de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Artículo 20. Ayudas y subvenciones.
1. La Administración de la Junta de Andalucía podrá con-

ceder ayudas y subvenciones a organizaciones no guberna-
mentales de desarrollo y demás agentes de la cooperación
internacional para el desarrollo en Andalucía, que cumplan
los requisitos previstos en los artículos anteriores, para la eje-
cución de programas y proyectos de cooperación en ese
ámbito.

2. Las ayudas y subvenciones se concederán de acuerdo
con lo dispuesto en el Título VIII de la Ley General de la
Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Artículo 21. Promoción de la sensibilización de la población.
La Administración de la Junta de Andalucía promoverá

la sensibilización de la población andaluza mediante la difusión
de contenidos de educación con el fin de dar a conocer la
problemática que afecta a los países en vías de desarrollo.
Asimismo promoverá la reflexión crítica, el espíritu solidario
y la participación activa y comprometida en campañas de sen-
sibilización, servicios de información, programas formativos
y demás medios que se consideren adecuados para este fin.

Artículo 22. El voluntariado en la cooperación para el
desarrollo.

1. En la gestión y ejecución de proyectos que sean res-
ponsabilidad de los agentes de la cooperación para el desarrollo
previstos en el artículo 17 de la presente Ley podrán participar
personas voluntarias vinculadas a los mismos.

2. Se entiende por acción voluntaria el conjunto de acti-
vidades desarrolladas por personas físicas que respeten los
principios y objetivos de la presente Ley, sea consecuencia
de una decisión libremente adoptada, se realice de forma res-
ponsable y gratuita y se desarrolle en el marco de proyectos
y programas de cooperación para el desarrollo a través de
los agentes de la cooperación para el desarrollo previstos en
el apartado anterior.

3. En lo no previsto en el presente artículo, será de apli-
cación supletoria la Ley 7/2001, de 12 de julio, del Volun-
tariado.
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Artículo 23. Estatuto del cooperante.
En la gestión y ejecución de proyectos de cooperación

para el desarrollo podrán participar cooperantes. Se entiende
por cooperantes a los efectos de la presente Ley las personas
que reúnan los requisitos establecidos en el artículo 38 de
la Ley 23/1998, de 7 de julio, de Cooperación Internacional
para el Desarrollo y les será de aplicación el estatuto del co-
operante previsto en el apartado segundo del citado artículo.

Disposición derogatoria única. Normas derogadas.
Quedan derogadas todas las normas de igual o inferior

rango que contravengan o se opongan a lo dispuesto en la
presente Ley.

Disposición final primera. Desarrollo reglamentario.
Se faculta al Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía

para que dicte cuantas disposiciones sean necesarias para
el desarrollo de la presente Ley.

Disposición final segunda. Plan Andaluz de Cooperación
al Desarrollo.

En el plazo de un año desde la entrada en vigor de la
presente Ley, el Consejo de Gobierno remitirá al Parlamento
de Andalucía el Plan Andaluz de Cooperación para el Desarro-
llo, a los efectos previstos en el artículo 11 de la misma.»

Sevilla, 22 de diciembre de 2003

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

LEY 15/2003, de 22 de diciembre, Andaluza de
Universidades.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA A TODOS
LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo, en
nombre del Rey y por la autoridad que me confieren la Cons-
titución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y ordeno la
publicación de la siguiente

«LEY ANDALUZA DE UNIVERSIDADES

EXPOSICION DE MOTIVOS

1

El artículo 27.10 de la Constitución Española reconoce
la autonomía de las Universidades, y la Ley Orgánica 6/2001,
de 21 de diciembre, de Universidades, desarrolla la distri-
bución de las competencias universitarias reconocidas en la
Constitución y en los Estatutos de Autonomía.

Por su parte, el artículo 19 del Estatuto de Autonomía
para Andalucía establece que “corresponde a la Comunidad
Autónoma la regulación y administración de la enseñanza en
toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especia-
lidades en el ámbito de sus competencias”.

La Ley 1/1992, de 21 de mayo, de Coordinación del
Sistema Universitario Andaluz, fijó por primera vez el marco
legal que hacía posible conjugar la autonomía de las Uni-
versidades andaluzas con las responsabilidades de programa-
ción y coordinación que competen a la Comunidad Autónoma.
Dicha Ley ha permitido dar respuesta de una manera ordenada
a las constantes y crecientes demandas de educación uni-
versitaria en Andalucía, motivadas por el crecimiento demo-
gráfico y por las nuevas exigencias de conocimiento y saber
propias de nuestra época, culminando en la configuración de
un sistema universitario que favorece la aparición de sinergias
entre el conjunto y subraya, al mismo tiempo, la personalidad
y el perfil académico de cada una de las Universidades.

2

El Sistema Universitario Andaluz ha experimentado un
cambio importante en estos años. Se han creado nuevas Uni-
versidades; el número de alumnos y alumnas universitarios
ha experimentado un incremento sustancial; se ha ampliado
y diversificado la oferta de titulaciones, por lo que hoy contamos
con una razonable heterogeneidad que ha enriquecido, sin
ninguna duda, nuestra oferta de estudios superiores univer-
sitarios, y se ha generado una rica experiencia de coordinación
entre todo el sistema universitario. Los indicadores a nuestro
alcance demuestran, además, que las Universidades anda-
luzas tienen hoy una mayor calidad docente e investigadora,
a lo que ha contribuido la normativa legal vigente, pero también
los medios materiales que la Administración autonómica ha
puesto a disposición de las Universidades y, naturalmente,
los esfuerzos que el profesorado y el personal de administración
y servicios han desplegado en estos años.

De este modo, se ha acercado el servicio público de la
enseñanza universitaria a todas las provincias andaluzas, y
las Universidades se han convertido en uno de los ejes fun-
damentales de desarrollo de cada una de ellas y del conjunto
de Andalucía. La realidad de las Universidades andaluzas
representa hoy, con certeza, la mejor inversión de futuro de
Andalucía, y son instrumento imprescindible para su moder-
nización y progreso. La sociedad andaluza es consciente de
que tiene a su disposición las generaciones de jóvenes mejor
formados de su historia, porque tiene un sistema universitario
del que no se ha podido disponer en otros tiempos.

Se trata, también ahora, de corregir errores y disfunciones
en nuestro sistema universitario, en la línea señalada por el
Dictamen aprobado por el Parlamento de Andalucía en junio
de 2001.

La propia expansión del Sistema Universitario Andaluz,
la internacionalización cada vez mayor de la actividad uni-
versitaria, las mayores exigencias sociales en relación con la
misma, la experiencia acumulada en estos años, una vez
resueltos los problemas inherentes a las etapas de configu-
ración y crecimiento inicial de cualquier sistema universitario,
aconsejan acometer una nueva Ley que actualice y adapte
los contenidos de aquella al momento actual, y, sobre todo,
que dé un nuevo impulso a nuestro sistema universitario. Con-
viene ahora fortalecer sus mecanismos de coordinación, rede-
finir los procedimientos de participación de la sociedad en
las Universidades, y asegurar los sistemas que garanticen la
financiación suficiente y la corresponsabilidad de las Univer-
sidades en la mejor utilización de los recursos públicos.

De otro lado, los rápidos cambios que se están produ-
ciendo en nuestra sociedad precisan de nuevas políticas uni-
versitarias capaces de incorporar de forma creativa y con capa-
cidad de liderazgo a las Universidades en dichos procesos.

La sociedad del conocimiento requiere el fortalecimiento
permanente de los procesos y las fuentes capaces de crear
y extender pensamiento, innovación y saberes científicos. Y
esas son tareas que es imposible llevar a cabo sin un sistema
universitario consolidado y sin universitarios con capacidad
y voluntad de contribuir decisivamente al enriquecimiento de
su entorno social. La generación del saber se convierte efec-
tivamente en el gran pilar del desarrollo integral de las socie-
dades más modernas, entre las que Andalucía aspira a inte-
grarse de forma irrenunciable.

El conocimiento pasa a ser un elemento trascendental
para el desarrollo económico y social, y por tanto un recurso
estratégico de primer orden. Constituye el más potente y deci-
sivo vector de generación de riqueza, un elemento eficaz de
vertebración social y, al mismo tiempo, un factor indispensable
para lograr la identidad propia de las actuales sociedades y
el surgimiento de una nueva ciudadanía.

La generación del conocimiento debe vincularse asimismo
a la configuración de una inteligencia social que implique una
nueva ética, una comprensión distinta de las relaciones socia-


